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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  

Información Pública 
 

RESOLUCIÓN N° 004887-2024-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 
  
Expediente : 04238-2024-JUS/TTAIP 
Recurrente : ERNESTO ALONSO CABRAL MEJÍA 
Entidad : DESPACHO PRESIDENCIAL 
Sumilla :  Declara fundado recurso de apelación 
 
Miraflores, 5 de diciembre de 2024 
 

VISTO el Expediente de Apelación N° 04238-2024-JUS/TTAIP de fecha 1 de octubre de 
2024, interpuesto por ERNESTO ALONSO CABRAL MEJÍA contra la Carta N° 000938-

2024-DP/SSG-REAINF de fecha 17 de setiembre de 2024, mediante la cual el 
DESPACHO PRESIDENCIAL denegó la solicitud de acceso a la información pública 
presentada con Expediente N° 24-0016299 de fecha 2 de setiembre de 2024. 

 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 

 
Con fecha 2 de setiembre de 2024, el recurrente solicitó a la entidad se remita a su 
correo electrónico la siguiente información: 
 

“Copia del registro de entrada, salida y desplazamiento de los vehículos 
asignados a la presidenta Dina Boluarte Zegarra, así como el kilometraje 
recorrido, desde diciembre del 2022 a la fecha.” 
 

Mediante Carta N° 000938-2024-DP/SSG-REAINF de fecha 17 de setiembre de 
2024, la entidad denegó el requerimiento del administrado, adjuntando el Informe N° 
000520-2024-DP/OGA-OPE de fecha 17 de setiembre de 2024 emitido por el Director 
de la Oficina de Operaciones, quien señaló lo siguiente:  
 

“(…) teniendo en consideración lo informado por Casa Militar mediante el 
documento de la referencia a) (Memorando N° 000482-2024-DP/CM), donde se 
precisa que la información solicitada precedentemente se encuentra 
comprendida dentro del “Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y Locales 
Conexos”, conforme a la Resolución N° 000001-2024-DP/CM del 13 de 
setiembre del 2024 y clasificado como documento “RESERVADO” a través de la 
Resolución N° 000042- 2024-DP-SG de fecha 17 de setiembre del 2024. 
 
En tal sentido, se hace de conocimiento que, la información solicitada se 
encuentra incluida dentro de la clasificación de RESERVADA; motivo por el cual, 
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no es factible atender la petición del ciudadano CABRAL MEJIA ERNESTO 
ALONSO.” (el subrayado es nuestro) 
 

Con fecha 1 de octubre de 2024, el recurrente interpuso el recurso de apelación 
materia de análisis, alegando lo siguiente: 
 

“(…) es de recordar que la clasificación de información reservada, en tanto 
excepción al ejercicio del derecho, comprende únicamente los supuestos 
taxativamente establecidos en la norma, siendo que el inciso 1 se refiere 
exclusivamente a “La información que por razones de seguridad nacional en el 
ámbito del orden interno cuya revelación originaría un riesgo a la integridad 
territorial y/o la subsistencia del sistema democrático. En consecuencia se 
considera reservada la información que tiene por finalidad prevenir y reprimir la 
criminalidad en el país y cuya revelación puede entorpecerla”. Por tanto, 

aplicado al caso, solo sería posible invocar la excepcionalidad respecto de 
información que signifique “un riesgo a la integridad territorial y/o la 
subsistencia del sistema democrático”. 
 
En ese contexto, francamente, no se ve cómo así la entrega de una “Copia 
del registro de entrada, salida y desplazamiento de los vehículos asignados 
a la presidenta Dina Boluarte Zegarra, así como el kilometraje recorrido, 
desde diciembre del 2022 a la fecha” pueda tener la entidad de poner en 
riesgo la integridad territorial del Perú, la preservación intacta del territorio 
patrio ante una intervención exterior, y propiciar la modificación de 
nuestras fronteras por medio de una agresión extranjera; tampoco se 
aprecia, seriamente, cómo así la entrega de la precisa información 
requerida pueda tener la aptitud de arriesgar el modelo de administración 
del Estado, basado en la división y contrapeso de poderes, elección 
popular y vigencia de los derechos humanos.(…) 
ix) Por lo demás, no es asunto menor el hecho de que la información por mi 
requerida trata de registros alrededor de eventos ya ocurridos. En ese 
entendido, la difusión del recorrido del vehículo oficial asignado a la Presidenta 
Dina Boluarte Zegarra no tiene la capacidad de poner en cuestión la integridad 
territorial y/o la subsistencia del sistema democrático, como tampoco la 
seguridad personal de la primera mandataria del Estado. 
(…) 
4.13. Respecto a la información requerida, también cabe señalar que no 
corresponde al ámbito de la vida privada de la presidenta Dina Boluarte 
Zegarra, y que su divulgación permite que la ciudadanía supervise la 
probidad e idoneidad de la citada señora para ejercer el cargo de 
Presidenta de la República, en vista de que existe una sospecha, y una 
investigación fiscal, en el sentido que la señora Dina Boluarte Zegarra haya 
podido ordenar o permitir que uno de los vehículos oficiales a ella 
asignados -el de marca Lexus, placa de rodaje número EGR-844 y 
comúnmente conocido como “Cofre”-, sea utilizado para para el traslado 
irregular o la fuga de Vladimir Cerrón Rojas, persona con orden de captura 
dispuesta por el Poder Judicial (fue sentenciado por la comisión de delitos 
de corrupción en octubre de 2023, caso “Aeródromo Wanka”). 
(…) 
Por último, la documentación requerida trata sobre la integridad y probidad de la 
citada señora para ejercer el cargo de presidenta de la República, en tanto releva 
si ha utilizado debidamente los recursos públicos -el automóvil- o si ha cumplido 
con la normativa vigente en materia de integridad y lucha contra la corrupción. 
Por consiguiente, la información tiene carácter de interés público. 
”. 
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Mediante Resolución N° 004065-2024-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA de fecha 11 de 

octubre de 20241 se admitió a trámite el referido recurso impugnatorio, requiriéndose 

a la entidad la remisión del expediente administrativo generado para la atención de 
la solicitud del recurrente, así como la formulación de sus descargos. 
 
Al respecto, mediante el Oficio N° 000369-2024-DP/SSG-REAINF ingresado con 
fecha 22 de noviembre de 2024, la entidad remitió el expediente requerido y el 
Memorando N° 001460-2024-DP/OGA de fecha 21 de noviembre de 2024 que lleva 
anexo el Informe N° 000726-2024-DP/OGA-OPE de la misma fecha, emitido por el 
Director de la Oficina de Operaciones, quien reiteró la denegatoria del requerimiento 
del administrado, puntualizando lo siguiente: 
 
“(…) 

 Asimismo, mediante Resolución N° 000001-2024-DP/CM del 13 de setiembre 
de 2024, la Casa Militar del Despacho Presidencial (actualmente Secretaria 
de Seguridad de Casa de Gobierno), aprobó la actualización del “Plan de 
Seguridad de Palacio de Gobierno y locales conexos”, y Anexos, y derogó la 
Resolución N° 000001-2023-DP/CM de fecha 11 de setiembre de 2023, que 
dispuso aprobar el “Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y Locales 
Conexos”. 
 

 A través de la Resolución N° 000042-2024-DP/SG del 17 de setiembre de 
2024, la Secretaria General del Despacho Presidencial, clasifico con carácter 
de RESERVADO el “Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y locales 
conexos”, sus anexos y el Acta N° 001-2024-DP/FRCIDP, en condición de 
máxima autoridad de la Entidad, clasifico con carácter de reservado el “Plan 
de Seguridad de Palacio de Gobierno, la Presidencia de la República, locales 
Conexos, actividades nacionales e internacionales y Anexos” en mérito a lo 
establecido en el literal c), inciso 1 del artículo 16 del Texto Único Ordenado 
(TUO) de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (LTAIP), aprobado por Decreto Supremo N° 021-2019-JUS, el cual 
establece que: 

Artículo 16°- Excepciones al ejercicio del derecho: Información 
reservada: El derecho de acceso a la información pública no podrá ser 
ejercido respecto de la información clasificada como reservada. En 
consecuencia, la excepción comprende únicamente los siguientes 
supuestos: 
1.- La información que por razones de seguridad nacional en el ámbito 
del orden interno cuya revelación originaria un riesgo a la integridad 
territorial y/o la subsistencia del sistema democrático. En consecuencia, 
se considera reservada la información que tiene por finalidad prevenir y 
reprimir la criminalidad en el país y cuya revelación puede entorpecerla y 
comprende únicamente: 
c) Los planes de seguridad y defensa de instalaciones policiales, 
establecimientos penitenciarios, locales públicos y los de protección de 
dignatarios, así como los oficios, partes y comunicaciones que se refieran 
expresamente a ellos.” (el resaltado es nuestro) 
 

Conforme a lo señalado, este supuesto tiene como finalidad salvaguardar, 
entre otros, la seguridad nacional en el ámbito del orden interno. Este bien 
jurídico ha sido ponderado por el Constituyente como de máxima importancia; 

                                                
1 Resolución notificada a la entidad con fecha 8 de noviembre de 2024, conforme la información proporcionada por la 

Secretaría Técnica de esta instancia. 
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por ello, lo ha configurado como una excepción al derecho fundamental de 
acceso a la información publica. 

 
 En tal sentido, teniendo en cuenta que la Constitución Política obliga al Estado 

a proteger a la población contra la delincuencia y que de acuerdo a su artículo 
29, el/la Presidente/a de la República tiene la más alta jerarquía en el servicio 
a la Nación, frente a las amenazas y riesgos que atenten contra su seguridad 
y protección integral, se establecieron las acciones y procedimientos para su 
protección en el " Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y locales 
conexos”, y Anexos", considerando los vehículos empleados para la 
seguridad integral del/la Presidente/a de la República, así como la 
información sobre registro de entrada, salida y desplazamiento de los 
vehículos asignados a el/la Presidente/a de la República, así como el 
kilometraje recorrido por los mismos, y la información que se genere en base 
a ello que pueda revelar el contenido del Plan, teniendo la condición de 
reservada, en razón a que dicha información podría ser utilizada para 
ocasionar algún atentado a su seguridad integral. 
 

 En ese sentido, la información sobre registro de entrada, salida y 
desplazamiento de los vehículos asignados a el/la Presidente/a de la 
República, así como el kilometraje recorrido por los mismos, destinados a la 
seguridad integral del/a Presidente/a de la República, en su condición de Jefe 
del Estado, no puede ser revelados o tratados como información pública, en 
cuanto al develar la información y detalles de los vehículos, estos pueden ser 
referidos como blanco de atentados y/o sabotajes, en contra de la seguridad 
del/la Presidente de la Republica por organizaciones criminales y/o 
terroristas; además, puede poner en riesgo la integridad psíquica o física 
del/la Presidente/a del Perú y, por tanto, también en riesgo la subsistencia del 
sistema democrático. 

 
 En función a ello, se ha ponderado este principio sobre el acceso a la 

información pública, puesto que develar las acciones orientadas a garantizar 
la seguridad integridad de la Presidenta de la Republica y la información que 
se genera en base a ello, pondrían en riesgo su integridad psíquica y física, 
además se debe considerar que resulta menos lesivo restringir el acceso a 
esta información que exponer la seguridad del/la Presidente/a de la 
República, puesto que esta restricción afectara en grado leve, o a la mucho 
en grado moderado, la libertad de información de los peruanos. 

 
 Con las consideraciones expuestas, se cumple con demostrar que el daño al 

derecho o al bien jurídico protegido por el régimen de excepción establecido 
en el literal c), inciso 1 del artículo 16 del Texto Único Ordenado (TUO) de la 
Ley N¢X 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública es 
mayor que el interés público en acceder a la información solicitada por el 
ciudadano Ernesto Alonso Cabral Mejia señalándose expresamente que la 
divulgación de la informacion solicitada podría causar un daño sustancial o 
bien jurídico protegido a la información contenida en el “Plan de Seguridad de 
Palacio de Gobierno y Locales Conexos”. 

 
 Cabe resaltar que conforme al artículo 16 del Texto Único Ordenado (TUO) 

de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(LTAIP), aprobado por Decreto Supremo N° 021-2019-JUS la información 
clasificada como RESERVADA mediante Resolución N° 000042-2024-
DP/SGDP de fecha 17 de setiembre de 2024, seguirá como excepción al 
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ejercicio del derecho de información hasta que desaparezca la causa que 
motivo su clasificación.” 

 
ll. ANÁLISIS 

 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, exceptuando las informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
Asimismo, el artículo 10 de la citada norma establece que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 
18 de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 
del mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al 
acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera 
restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
En dicha línea, el artículo 4 del Reglamento de la Ley de Transparencia, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 007-2024-JUS3, señala que cuando se denegara el 
acceso a la información requerida por considerar que no tiene carácter público, las 
entidades de la Administración Pública deberán hacerlo obligatoriamente en base a 
razones de hecho y a las excepciones contempladas en la Ley de Transparencia. 
 
2.1. Materia en discusión 

 
De autos se advierte que la controversia consiste en determinar si la denegatoria 
de la solicitud del recurrente se encuentra conforme a ley. 
 

2.2. Evaluación 

 
Conforme con lo dispuesto por las normas citadas y en aplicación del Principio 
de Publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública contenida en documentos escritos o en cualquier otro 
formato es de acceso público, por lo que las restricciones o excepciones 
injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental de toda 
persona al acceso a la información pública. 
 

                                                
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
3  En adelante, Reglamento de la Ley de Transparencia. 
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Con relación a dicho principio, el Tribunal Constitucional ha señalado, en el 
Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, 
que: “De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la 
actuación de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente 
con cobertura constitucional, la excepción (STC N.° 02579-2003-HD/TC), de ahí 
que las excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente fundamentadas”. 

 
En ese contexto, el Tribunal Constitucional ha precisado que les corresponde a 
las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que 
haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC: 
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado” (subrayado 

agregado). 
 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso dicha 
información corresponda a un supuesto de excepción previsto en los artículos 15 
a 17 de la Ley de Transparencia, constituye deber de las entidades acreditar 
dicha condición, debido a que poseen la carga de la prueba. 
 
De autos se tiene que el recurrente solicitó a la entidad información relacionada 
al “registro de entrada, salida y desplazamiento de los vehículos asignados a la 
presidenta Dina Boluarte Zegarra, así como el kilometraje recorrido, desde 
diciembre del 2022 a la fecha”. La entidad a través de la CARTA N° 000938-

2024-DP/SSG-REAINF denegó dicho requerimiento, adjuntando el Informe N° 
000520-2024-DP/OGA-OPE, mediante el cual se señaló que la información 
solicitada se encuentra clasificada como reservada al formar parte del "Plan de 
Seguridad de Palacio de Gobierno y Locales Conexos", aprobado mediante 
Resolución N° 000001-2024-DP/CM, y clasificado como reservado en mérito a 
la Resolución N° 000042-2024-DP/SG, emitida el 17 de setiembre de 2024, 
indicando que dicha clasificación tiene fundamento en el inciso 1 literal c) del 
artículo 16 de la Ley de Transparencia; todo lo cual fue reiterado a nivel de los 
descargos presentados ante esta instancia, donde se precisó que la información 
no puede ser revelada o tratada como información pública, hasta que 
desaparezca la causa que motivó su clasificación. 
 
Ante ello, el recurrente interpuso el presente recurso de apelación, alegando que 
el acceso a la información requerida por este no implica un riesgo a la integridad 
territorial ni al sistema democrático, puntualizando que su solicitud se relaciona 
con eventos ya ocurridos, por lo que tampoco se afectaría la seguridad personal 
de la Presidenta de la República, precisando además que el acceso a la 
documentación permitirá conocer la integridad y probidad de la mandataria.  
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Siendo ello así, corresponde a este Tribunal determinar si la respuesta brindada 
por la entidad es conforme a la normativa en materia de transparencia y acceso 
a la información pública. 
 
Al respecto, el invocado literal c) del numeral1 del artículo 16 de la Ley de 
Transparencia, referido a la información clasificada como reservada, indica lo 
siguiente: 
 
“Artículo 16.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información reservada  
El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de 
la información clasificada como reservada. En consecuencia, la excepción 
comprende únicamente los siguientes supuestos:  
1. La información que por razones de seguridad nacional en el ámbito del orden 
interno cuya revelación originaría un riesgo a la integridad territorial y/o la 
subsistencia del sistema democrático. En consecuencia, se considera reservada 
la información que tiene por finalidad prevenir y reprimir la criminalidad en el país 
y cuya revelación puede entorpecerla y comprende únicamente: 
(…) 
 c) Los planes de seguridad y defensa de instalaciones policiales, 
establecimientos penitenciarios, locales públicos y los de protección de 
dignatarios, así como los oficios, partes y comunicaciones que se refieran 
expresamente a ellos.” 
 

Asimismo, el artículo 39 del Reglamento de la Ley de Transparencia establece 
lo siguiente: 
 
“Artículo 39.- Registro de información secreta y reservada 
39.1 Aquellas entidades que produzcan o posean información de acceso 
restringido llevan un registro de la misma, el cual se divide en información secreta 
e información reservada. 
39.2 En el Registro debe consignarse los siguientes datos, de acuerdo con su 
clasificación: 
39.2.1 El número de la resolución de clasificación, y la fecha de la resolución por 
la cual se otorga dicho carácter a la información. 
39.2.2 El número de la resolución y la fecha de expedición cuando el/la titular del 
sector o pliego, según corresponda, designa un/a funcionario/a de la entidad para 
realizar la labor de clasificación de la información restringida. 
39.2.3 El nombre o la denominación asignada, así como el código que se da a la 
información con el objeto de proteger su contenido, el mismo que debe estar 
consignado en el documento protegido, con el objeto del cotejo respectivo para 
el momento en que se produzca la correspondiente desclasificación. 
39.2.4 La fecha y la resolución por la cual el/la titular del sector o pliego, según 
corresponda, prorroga el carácter secreto de la información, por considerar que 
su divulgación puede poner en riesgo la seguridad de las personas, la integridad 
territorial y/o la subsistencia del régimen democrático, cuando ello corresponda. 
39.2.5 El número, tipo de documento y la fecha con que se fundamenta ante el 
Consejo de Ministros el mantenimiento del carácter restringido de la información, 
cuando ello corresponda. 
39.2.6 La fecha y la resolución de desclasificación de la información de carácter 
secreto, en el caso que se desclasifique antes del vencimiento del plazo, y de 
carácter reservado, en el caso que desaparezca la causa que motivó su 
clasificación, cuando ello corresponda”.  
 
Además de ello, cabe señalar que el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
33 de la sentencia del Pleno Jurisdiccional recaída en el Expediente N° 00005-
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2013-PI/TC, ha precisado que la clasificación de la información no solo debe ser 
nominal, sino que debe estar adecuadamente motivada en los supuestos de 
excepción establecidos en la Ley de Transparencia: 
 
“Como ya se ha explicado antes y así se desprende del respectivo mandato 
constitucional y legal, la regla general en nuestro ordenamiento jurídico es la 
publicidad de la información financiada por el presupuesto público, de modo que 
la Administración tiene la obligación de hacer pública tal información. Las 
excepciones son aquellas expresa y únicamente contenidas en los artículos 15, 
16 y 17 del TUO de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
e incluso dichas excepciones se aplican de modo restrictivo y sólo cuando la 
Administración ha justificado o motivado su clasificación como secreta, 
reservada o confidencial. Si no se ha justificado debidamente la respectiva 
clasificación carece de efectos la sola nominación formal (colocación de sellos 
con las expresiones "secreto" o "reservado"), debiendo en todo caso ser la última 
instancia administrativa en materia de transparencia y acceso a la información 
pública la encargada de examinar si la información calificada de secreta o 
reservada reviste realmente o no tal carácter” (subrayado agregado).  

 
De las normas y la jurisprudencia citadas se desprende que cuando una entidad 
alega que determinada información no puede entregarse por encontrarse 
clasificada como secreta o reservada, la misma se encuentra en la obligación de 
acreditar la existencia de la resolución que clasifica expresamente dicha 
información como secreta o reservada, así como de comunicar el sustento 

con base en el cual se considera que la información solicitada se encuadra en 
alguno de los supuestos de excepción previstos en los artículos 15 o 16 de la 
Ley de Transparencia, no bastando para ello la alusión genérica a dichos 
preceptos normativos, sino que es necesario que se especifiquen las razones 
por las cuales la documentación solicitada cumple con los distintos elementos 
que componen la excepción invocada. 
 
Adicionalmente a ello, la clasificación de la información como reservada también 
debe cumplir con determinados requisitos formales, como su aprobación por el 
titular del sector o pliego o por un funcionario designado por este para dicho fin, 
mediante una resolución debidamente motivada, la cual debe registrarse con un 
número, fecha de emisión, y señalando la denominación del documento 
clasificado y su código.  
 
En esa línea, la entidad a través de sus descargos remitió entre otros actuados 
la mencionada Resolución N° 000042-2024-DP/SG emitida el 17 de setiembre 
de 2024, en la cual fundamenta la denegatoria de la información solicitada por el 
recurrente, y de cuya lectura se tiene: 
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Asimismo, en la RESOLUCION N° 000001-2024-DP/CM de fecha 13 de 
setiembre de 2024, emitida por la Casa Militar, se indicó lo siguiente: 
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Siendo ello así, se observa que si bien la entidad denegó la información 
manifestando que la misma tiene carácter de reservada conforme a la 
Resolución N° 000042-2024-DP/SG, y que el registro de control de recorrido de 
los vehículos asignados a el/la Presidente/a de la República, forman parte del 
“Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y locales conexos” y anexos; no 
obstante, conforme se aprecia de la mencionada resolución, en ella se otorga 
carácter reservado al Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y locales 
conexos y a “los anexos del Plan de Seguridad de Palacio de Gobierno y locales 
conexos”, empero en ningún extremo de la mencionada resolución se menciona 

que el registro de entrada, salida y desplazamiento de los vehículos asignados 
a la Presidenta de la República, así como el kilometraje recorrido, desde 
diciembre del 2022 al 2 de setiembre de 2024 (fecha de presentación de la 
solicitud), formen parte del Plan de Seguridad de Palacio o de sus anexos, 
máxime si los referidos anexos no se mencionan en la citada resolución ni han 
sido detallados en la denegatoria o en los descargos formulados ante esta 
instancia, ni tampoco se ha detallado o acreditado en qué sección del Plan de 
Seguridad se encuentran incluidos los documentos requeridos por el recurrente. 
 
Por otro lado, la entidad tampoco ha acreditado que los documentos requeridos 
por el recurrente contengan información sobre el Plan de Seguridad, de modo 
que su entrega pueda revelar el contenido de este documento clasificado como 
reservado.  
 
Es decir, la entidad no ha acreditado haber clasificado expresamente como 
reservada la información específicamente solicitada por el recurrente, por lo que 
la denegatoria de la solicitud no resulta válida. 
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Aunado a ello, si bien la entidad aduce que la revelación del registro de recorrido 
de los vehículos puede poner en riesgo la seguridad de la Presidenta de la 
República, la entidad no ha brindado una motivación cualificada de este aspecto, 
que justifique la denegatoria de la información que custodia y sobre la cual recae 
la presunción de publicidad, considerando que el pedido de información no 
pretende acceder a documentos que expongan los planes o recorridos a realizar 
por la dignataria, sino que el pedido se ciñe a obtener información sobre 
recorridos ya efectuados en data pasada, aspecto que ha sido alegado por el 
recurrente en su recurso de apelación, y respecto de lo cual la entidad no ha 
motivado cómo el acceso a dichos recorridos pasados podría poner en riesgo la 
seguridad de la Presidenta de la República. Por tanto, al no haber sido 
debidamente acreditada ni fundamentada la aplicación de la excepción 
contemplada en el inciso c) del numeral 1 del artículo 16 de la Ley de 
Transparencia, la denegatoria de la solicitud resulta inválida. 
 
En consecuencia, corresponde declarar fundado el recurso de apelación y 
disponer a la entidad que entregue al recurrente la información requerida, o en 
su defecto, acredite de manera clara y precisa que los documentos 
específicamente requeridos (registro de entrada, salida y desplazamiento de los 
vehículos asignados a la Presidenta de la República, así como el kilometraje 
recorrido) han sido válidamente clasificados como reservados.  
 

Finalmente, en virtud a lo dispuesto por los artículos 54 y 57 del Reglamento de la Ley 
de Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde 
a cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido 
sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las 
normas de transparencia y acceso a la información pública. 
 
En virtud a la licencia del Vocal Titular de la Segunda Sala, Felipe Johan León Florián, 
interviene el Vocal Titular de la Primera Sala de esta instancia Luis Agurto Villegas, de 
conformidad con lo dispuesto en la la Resolución N° 000004-2023-JUS/TTAIP-
PRESIDENCIA, de fecha 23 de marzo de 2023, la que estableció el orden de 
antigüedad de los vocales del Tribunal de acuerdo a la fecha de su colegiatura4; y 
asume las funciones de la presidencia de esta Sala la Vocal Titular Vanessa Luyo 
Cruzado. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del 
Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses;  
 
SE RESUELVE:  

 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por ERNESTO 
ALONSO CABRAL MEJÍA; en consecuencia, ORDENAR al DESPACHO 
PRESIDENCIAL que entregue la información requerida, o, en su defecto, acredite de 

manera clara y precisa que los documentos requeridos han sido válidamente 
clasificados como reservados, conforme a los argumentos de la presente resolución.  
 

                                                
4  Conforme a dicha resolución en el caso de los vocales de la Primera Sala, dicho orden de antigüedad es el siguiente: 

vocal Luis Guillermo Agurto Villegas, vocal Segundo Ulises Zamora Barboza y vocal Tatiana Azucena Valverde 
Alvarado. 
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Artículo 2.- SOLICITAR al DESPACHO PRESIDENCIAL que, en un plazo máximo de 

siete (7) días hábiles, acredite ante esta instancia el cumplimiento de lo dispuesto en la 
presente resolución. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a ERNESTO 
ALONSO CABRAL MEJÍA y al DESPACHO PRESIDENCIAL, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 

(www.minjus.gob.pe). 

 
 
 
 
 
 

VANESSA LUYO CRUZADO 
Vocal Presidenta        

                    

 
 

 
               LUIS AGURTO VILLEGAS                           VANESA VERA MUENTE 

   Vocal                    Vocal 

 
 
vp: vlc 
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